PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE RECURSOS NATURALES, BIENES NACIONALES Y MEDIO AMBIENTE SOBRE EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 9º DEL DECRETO LEY Nº 2.695, DE 1979, QUE FIJA NORMAS PARA REGULARIZAR LA POSESIÓN DE LA PEQUEÑA PROPIEDAD RAIZ Y PARA LA CONSTITUCIÓN DEL DOMINIO SOBRE ELLA.
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Boletín Nº 2241-12(S).








HONORABLE CÁMARA:


Vuestra Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, pasa a informaros, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Andrés Zaldívar Larraín.


I.-ANTECEDENTES


El proyecto ingresó a trámite legislativo en el H. Senado, con fecha 15 de septiembre de 1998. Fue despachado a la Cámara de Diputados con fecha 9 de agosto de 1999, mediante oficio Nº 14.805.


La Cámara dio cuenta del mismo en la sesión 28, de fecha 11 de agosto y con igual fecha fue enviado a la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente.


II.-FUNDAMENTOS DEL PROYECTO


Los fundamentos que han originado esta Moción dicen relación con la necesidad de perfeccionar el decreto ley Nº 2.695, de 1979, que fija las normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella.


Básicamente consiste en otorgar la calidad de poseedor regular de un predio a quien cumpla los requisitos y sea habilitado para adquirir por prescripción especial de un año. Su principal objetivo es otorgar las herramientas para regularizar la propiedad del poseedor material de un bien raíz que careciere de títulos o los tuviere imperfectos.


Esta normativa se originó como respuesta a la necesidad de regularizar los títulos de pequeñas propiedades de bajo valor comercial. (El límite del valor para acogerse es de 1.200 U.T.M). Normalmente esta situación se produce como consecuencia de la falta de los trámites de posesión efectiva o por otros motivos, ya sean económicos, geográficos o por desconocimiento de los herederos u ocupantes, lo que genera, además, otra serie de inconvenientes prácticos como la imposibilidad  que se le presenta al aparente dueño para vender, hipotecar o acceder a préstamos por la falta de títulos.


En lo que respecta a la iniciativa legal en estudio, cabe tener presente lo dispuesto por los artículos 9º,12 y 13, que al respecto señalan:


El primero de ellos, sanciona al que maliciosamente obtuviere el reconocimiento de la calidad de poseedor regular con una pena que va desde 61 a 541 días y multa de 11 a 20 U.T.M. Asimismo, se establece que se presumirá dolo cuando el interesado tuviere, en la fecha de presentación de su solicitud, la calidad de arrendatario o mero tenedor o haya reconocido dominio ajeno mediante un acto o contrato escrito. Si como consecuencia de lo anterior, se interpusiere acción penal, y ésta fuere acogida, el tribunal ordenará que se cancele la inscripción de que tratan los artículos 12 y 13.


El artículo 12, a su vez, señala que si no se dedujere oposición dentro del plazo señalado y previa certificación de este hecho y del cumplimiento de los requisitos de publicación y publicidad, el Servicio podrá dictar resolución ordenando la inscripción del inmueble en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo, cumpliendo con los requisitos que al efecto prescribe.


Por último el artículo 13, indica que en caso de que la solicitud sea rechazada el interesado podrá recurrir al Subsecretario de Tierras y Colonización, el que resolverá sin ulterior recurso.


La aplicación de las normas del decreto ley Nº 2.695, ha llevado a detectar un vacío legal que se produce en el proceso penal, cuando fallece quien obtuvo maliciosamente el reconocimiento de la calidad de poseedor regular, antes de dictarse la sentencia de término, caso en el cual el poseedor inscrito original, quedaría en la imposibilidad de obtener la cancelación de la inscripción fraudulenta. 


Al respecto, el proyecto propone agregar al inciso tercero del artículo 9º, en punto seguido, un párrafo destinado a solucionar esta situación, cuyo texto es el siguiente:


"Si falleciere el procesado antes de dictarse sentencia de término, sin perjuicio del sobreseimiento definitivo que corresponda, el tribunal podrá proceder a la cancelación de la inscripción previo emplazamiento a los herederos del difunto para que manifiesten su oposición, mediante tres avisos publicados en un diario o periódico de circulación provincial a costa del denunciante o querellante, entre cada uno de los cuales debe mediar a lo menos diez días, y dejando transcurrir a lo menos treinta días desde el último aviso. Si se apersonaren herederos, su oposición se tramitará y resolverá de acuerdo con las normas sobre incidentes. En rebeldía de los herederos, el tribunal realizará de oficio, en la misma causa, todas las diligencias que estimare necesarias para decidir si ordena o no la cancelación de la referida inscripción, o resolverá de plano si hubiere mérito para ello.".


III.- SÍNTESIS DE LA TRAMITACIÓN EN EL H. SENADO


a) Primer trámite reglamentario.


La Moción presentada por el H. Senador señor Andrés Zaldívar contiene un artículo único que persigue llenar el vacío legal ya mencionado. El texto aprobado por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, señala que "Si falleciere el procesado antes de dictarse sentencia de término, sin perjuicio del sobreseimiento definitivo que corresponda, el proceso deberá continuar de oficio hasta su conclusión para el solo efecto de determinar la procedencia de la cancelación de las referidas inscripciones.".


El H. Senado con fecha 7-7-99 aprobó en general dicha iniciativa, disponiéndose su envío a segundo informe a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia  y Reglamento.


Durante la discusión del proyecto en la Sala del Senado, surgieron dudas acerca del respeto de las normas al debido proceso, considerando que no se emplazaba a los herederos del procesado, que sin embargo verían afectada la masa hereditaria como producto de la cancelación de la inscripción, en circunstancias que en el proceso no se estableció afirme la responsabilidad penal del inculpado.





b) Segundo informe 


En virtud de lo anterior, el segundo informe tras perfeccionar el texto al tenor de las indicaciones que fueron presentadas, consignó el texto que en definitiva fue aprobado por el H. Senado, con fecha 4-8-99.


El informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia Reglamento, plantea que el decreto ley Nº 2.695, de 1979, ha sido cuestionado en cuanto a su constitucionalidad, dando lugar a una nutrida jurisprudencia por parte de la Excma. Corte Suprema, acogiendo diversos recursos de inaplicabilidad .


Es así como diversas disposiciones de este cuerpo legal, como por ejemplo los artículos 2º Nºs 2º, 4º, inciso tercero; 15,16, 28 y 29 "no sólo abrogan las normas sobre posesión  y dominio establecidas en el Código Civil, suprimiendo las garantías de la posesión inscrita  que constituye presunción de dominio y que son la base de la actual organización social y económica del país, sino que contravienen el artículo  19 Nº 24 de la Constitución, ya que permiten que el titular de un derecho de propiedad  sobre un bien raíz legalmente inscrito a su favor sea privado de lo suyo sin expropiación previa y en beneficio de otro que sólo detenta su posesión material".


Postura que fue ratificada por el señor Presidente de la Excma. Corte Suprema, quien señaló que el decreto ley Nº 2.695, de 1979 ha generado toda clase de injusticias, porque el plazo de un año que tiene el poseedor inscrito para oponerse a la nueva inscripción ordenada administrativamente es muy breve, y normalmente toma conocimiento del hecho cuando este plazo ha vencido.


Las tesis de inconstitucionalidad han invocado la contravención del artículo 19 Nº 24 de la Carta Fundamental, como también, el fundamento de que los artículos del cuerpo legal en comento habrían quedado derogados  por la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1980.


En el caso en concreto, el proyecto de ley en análisis se orienta en un sentido diametralmente distinto, por cuanto persigue que el poseedor inscrito del inmueble perdido como consecuencia de la inscripción administrativa, pueda incorporarlo nuevamente a su patrimonio, en las circunstancias y con los requisitos que al efecto se establecen.





IV.- DISCUSIÓN


Durante la discusión de la iniciativa legal, la Comisión recibió a dos representantes del Ministerio de Bienes Nacionales, las señoras María Cecilia Cáceres y Marisol Aravena, Jefa de la División Jurídica y Jefa de la División de constitución de la propiedad raíz, respectivamente, quienes en síntesis expusieron lo siguiente.


La conformidad del Ministerio en torno a legislar sobre la materia y continuar adelante con el procedimiento criminal para los efectos de que se proceda a la cancelación de la inscripción a nombre del procesado, sin perjuicio de que manifestaron la conveniencia de profundizar el análisis del proyecto a fin de perfeccionarlo.


De acuerdo con lo anterior, se sostuvo que era necesario dictar una encargatoria de reo, porque de lo contrario la acción no prosperaría. Pese a que la iniciativa hace mención al hecho de si falleciese el procesado, lo que podría permitir sostener que existiría una encargatoria de reo, manifestaron su opinión en cuanto a consignarlo expresamente, porque de lo contrario al fallecer el imputado se haría imposible continuar con la acción.


En lo que dice relación con la citación a los herederos, se mostraron partidarias de precisar la etapa del proceso en que se encuentra, por que por ejemplo, si se está en la etapa de sumario, en que se comienza la investigación para determinar si efectivamente hubo hechos maliciosos, esto se justificaría.A contrario sensu, si el probatorio se encontrase vencido, o si en su oportunidad el procesado contestó las acusaciones sin solicitar pruebas, no tendría sentido notificar a los herederos cuando el inculpado ya tuvo la oportunidad  de defenderse e hizo uso de ese derecho. En ese caso, tal vez sería necesario que la notificación a los herederos fuese hecha una vez que se hubiese deducido el probatorio en el plenario o cuando se tramita la acusación sin que el inculpado hubiese ofrecido rendir prueba.


Otro aspecto, que se destacó fue el que se refiere a la situación en que el proceso sólo tiene sobreseimiento definitivo en el caso de fallecimiento  del procesado. Sobre esta situación, cabe preguntarse que sucedería en el caso de que se otorgue amnistía o se indulte o cuando el procesado entre en estado de  demencia, que son las causales de sobreseimiento definitivo del procedimiento penal. ¿Qué sucede en estos casos? ¿Se aplica  o no la norma? Si bien es cierto el delito no desaparece, la responsabilidad  sigue adelante para los efectos de cancelar la inscripción.


El texto propuesto señala que el emplazamiento se efectúa a los herederos del difunto, situación que parecería razonable, en razón de que podrían verse afectados. Frente a esta situación, se debe tener presente la concurrencia de herederos menores de edad, por lo cual tal vez pudiera ser útil nombrar un curador de ausentes.


Las representantes del Ministerio se mostraron partidarias de que la resolución que al respecto se dicte se asimile a una sentencia definitiva  a fin de guardar relación con el sistema de recursos, sin que ello implique que sea consultable.


Si se da el caso de que el procesado muera antes de vencido el término probatorio, antes de la acusación, resulta que citar a los herederos pasaría a ser un hecho sustancial.


Pero en caso de que el probatorio haya vencido, y el inculpado haya hecho valer su defensa o pudiendo haberlo hecho no lo hizo, dejaría de tener sentido el citar a los herederos. Citar a los herederos antes de la dictación de la sentencia definitiva, podría entrabar el proceso y no solucionaría nada. Distinta es la situación si se cita a los herederos para que precisamente puedan presentar la defensa de sus derechos.


Se podría sostener que se debería citar a los herederos siempre y cuando el proceso se encuentre con el término probatorio ya vencido o en su defecto cuando el acusado haya contestado la acusación sin ofrecer rendir prueba, caso en el cual se podría proceder a citar a los herederos.


En otro orden de materias, las asesoras del Ministerio expresaron que el único dato estadístico con que contaban respecto del número de oposiciones que se encontraba en actual tramitación, eran de alrededor de 150 casos.


La Comisión desestimó las observaciones anteriores, en razón de que con la redacción propuesta por el H. Senado se cumple en forma cabal con el propósito de la iniciativa y no presenta reparos en cuanto a su juridicidad.


Vuestra Comisión, después de interiorizarse de los fundamentos de la iniciativa, de las razones que tuvo el H. Senado para aprobarla y de las consideraciones de hecho y de derecho que la fundamentan, acordó recomendaros que prestéis aprobación al proyecto  en los mismos términos que lo hiciera el H. Senado.


V.-CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


Para los efectos previstos en el artículo 290 del Reglamento de la Corporación, cabe consignar lo siguiente:


a)El artículo único del proyecto no ha sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


b)La Comisión al igual que el Senado, no consideró que la norma del artículo único tuviera el carácter de norma orgánica constitucional o de quórum calificado.


c)No existen artículos suprimidos.


d)El artículo único no contiene materias que deban ser analizadas por la Comisión de Hacienda.


e)El texto propuesto por el Senado fue aprobado por unanimidad, en los mismos términos.





VI.-DESIGNACIÓN DE DIPUTADO INFORMANTE.


Por unanimidad de la Comisión, se acordó designar Diputado Informante al señor Alvarez Salamanca, don Pedro Pablo.





VII.-TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN.


El texto del proyecto del H. Senado, que vuestra Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, tiene a bien recomendaros que  aprobéis, es el siguiente:


Proyecto de ley:


"Artículo único: Agréganse al inciso tercero del artículo 9º del decreto ley Nº 2.695, de 1979, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), las siguientes oraciones:"Si falleciere el procesado antes de dictarse sentencia de término, sin perjuicio del sobreseimiento definitivo que corresponda, el tribunal podrá proceder a la cancelación de la inscripción previo emplazamiento a los herederos del difunto para que manifiesten su oposición, mediante tres avisos publicados en un diario o periódico de circulación provincial a costa del denunciante o querellante, entre cada uno de los cuales deben mediar a lo menos diez días y dejando transcurrir a lo menos treinta días desde el último aviso. Si se apersonaren herederos su oposición se tramitará y resolverá de acuerdo con las normas sobre incidentes. En rebeldía de los herederos el tribunal realizará de oficio, en la misma causa, todas las diligencias que estimare necesarias para decidir si ordena o no la cancelación de la referida inscripción, o resolverá de plano si hubiere mérito para ello. ".












































Tratado y acordado en sesiones de fechas 31 de agosto y 19 de octubre de 1999, con la asistencia de los Diputados señores Arratia, don Rafael(Pdte); Acuña, don Mario; Alvarez-Salamanca, don Pedro Pablo; García Huidobro, don Alejandro; Girardi, don Guido; Longton, don Arturo; Navarro, don  Alejandro; Olivares, don Carlos; Rojas, don Manuel y Sánchez, don Leopoldo.











Sala de la Comisión, 20 de octubre de 1999.

















Jacqueline Peillard García.


Secretaria de la Comisión.
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